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Resumen ejecutivo

La constitución estipula que el estado es independiente de la religión y establece la “libertad de
pensamiento, espiritualidad, religión y culto, expresada individual o colectivamente, en público y
en privado”. La constitución y otras leyes otorgan a las instituciones educativas el derecho a
enseñar religión, incluidas las clases de creencias espirituales indígenas.

Según se informa, los retrasos administrativos y por la pandemia de COVID-19 retrasaron la
implementación y el cumplimiento de una ley de libertad religiosa de 2019 que creó una clara
distinción entre organizaciones no gubernamentales (ONG) y organizaciones religiosas. Según
los medios de comunicación, los obispos de la Iglesia Católica Romana abogaron por incluir
una pregunta sobre la identidad religiosa en el censo nacional, a lo cual el gobierno se opuso.
El 2 de diciembre, el gobierno instituyó una ley de censo y anunció que el censo se realizaría
en marzo de 2024. La ley no abordó si la identidad religiosa se incluiría en el censo.

En noviembre, durante la asamblea anual de la Conferencia Episcopal Boliviana, en
Cochabamba, los obispos pidieron el cese de las tensiones sociales en torno a los debates
sobre el censo nacional planificado y se pronunciaron a favor de un proyecto nacional que
represente a todos los sectores de la sociedad.

Durante el año, los funcionarios de la embajada de Estados Unidos no pudieron reunirse con
funcionarios del gobierno para conversar sobre temas de libertad religiosa porque el gobierno
dijo que consideraba el tema como parte de sus “asuntos internos”. Representantes de la
embajada se reunieron periódicamente con líderes religiosos para subrayar la importancia de la
tolerancia y la libertad religiosas. En septiembre, la Encargada de Negocios se reunió con
líderes religiosos de las comunidades protestante evangélica, sikh, musulmana, católica y judía
para conversar sobre temas de libertad religiosa y alentar a los líderes religiosos a entablar un
diálogo interreligioso. A lo largo del año, funcionarios de la embajada, incluida la Encargada,
se reunieron individualmente con líderes de las comunidades católica, protestante evangélica y
menonita para analizar el estado de la libertad religiosa.

Sección I. Demografía religiosa

El gobierno de Estados Unidos estima que la población total es de 12 millones (a mediados del
año 2022). Según cifras del gobierno de Estados Unidos, el 70 por ciento de la población se
identifica como católica; 14,5 por ciento como protestante evangélica; 6,6 por ciento como de
ninguna religión; 3,5 por ciento como miembros de otras religiones; 2,5 por ciento como
adventistas del séptimo día; 1,2 por ciento como miembros de La Iglesia de Jesucristo de los
Santos de los Últimos Días (Iglesia de Jesucristo); y el resto como de religión no especificada,
como agnósticos o ateos. Según el líder local de la Iglesia de Jesucristo, en el país residen
aproximadamente 300.000 seguidores; el sitio web central de la Iglesia de Jesucristo estima
más de 200.000 seguidores. Aproximadamente el 5 por ciento de la población se identifica con
grupos religiosos más pequeños y el 5 por ciento se identifica a sí mismo como no creyente.
Aproximadamente 70.000 menonitas viven en las tierras bajas del departamento de Santa
Cruz, según líderes comunitarios. Hay aproximadamente 1.500 musulmanes y 450 judíos,
según los líderes de las respectivas religiones y los informes noticiosos. Muchas comunidades



indígenas, concentradas en áreas rurales, practican una mezcla de tradiciones espirituales
católicas e indígenas.

Sección II. Estado del respeto del gobierno por la libertad religiosa

MARCO LEGAL

De acuerdo con la constitución, modificada en 2009, el estado respeta y garantiza la “libertad
de pensamiento, espiritualidad, religión y culto”, expresada individual o colectivamente, en
público y en privado. La constitución estipula que el estado es independiente de toda religión.
La constitución de 2009 eliminó el estatus anterior de la Iglesia Católica Romana como religión
oficial del país.

La constitución prohíbe la discriminación religiosa, incluido el acceso a las instituciones
educativas, los servicios de salud y el empleo, y protege el derecho de acceso al deporte
público y las actividades recreativas independientemente de la religión.

La ley que rige la libertad religiosa y las organizaciones religiosas y espirituales establece una
clara distinción entre las ONG y las organizaciones religiosas. Según la ley, las organizaciones
religiosas se constituyen para practicar, profesar y enseñar su fe o religión específica, mientras
que las ONG no tienen tales vínculos basados en la fe. La ley de libertad religiosa requiere que
todas las organizaciones religiosas o espirituales informen al gobierno sobre todas las
actividades financieras, legales, sociales y religiosas. La ley regula las finanzas y las prácticas
laborales de las organizaciones religiosas o espirituales al exigir que utilicen los fondos
exclusivamente para lograr los objetivos de la organización, prohibiendo la distribución de
dinero entre los miembros, sometiendo a todos los empleados a las leyes laborales nacionales,
exigiendo que las organizaciones se registren en el Ministerio de Relaciones Exteriores, y
obligándolas a pagar impuestos. De conformidad con un concordato con la Santa Sede, la
Iglesia Católica está exenta de la obligación de registro.

Las organizaciones religiosas deben presentar 14 requisitos documentales para registrarse con
el gobierno. Estos incluyen documentos legales notariados, incluidos estatutos, reglamentos y
procedimientos internos; documentos del contrato de alquiler, facturas de servicios públicos
para el(los) lugar(es) de culto y un mapa del sitio; información detallada sobre los miembros de
la junta directiva y los representantes legales, incluidas las verificaciones de antecedentes
penales; un certificado de INTERPOL para extranjeros; prueba de solvencia fiscal;
organigrama, con nombres, direcciones, números de cédula de identidad y fotografías; una lista
completa de miembros e información de identificación; detalles sobre las actividades y servicios
proporcionados por la organización, incluida la ubicación de los servicios; e información sobre
su(s) fuente(s) de financiamiento, nacional(es) y extranjera(s).

Los requisitos para la clasificación como organización espiritual u organización religiosa varían
ligeramente, pero el gobierno requiere esencialmente el mismo tipo de información de las
entidades espirituales y religiosas. La constitución define a una organización espiritual como
un conjunto de personas naturales, nacionales y/o extranjeras que se organizan para realizar
prácticas que desarrollen su espiritualidad de acuerdo con su cosmovisión ancestral. La
mayoría de las organizaciones espirituales son indígenas en sus orígenes. La constitución
define a una organización religiosa como un grupo de personas naturales, nacionales y/o
extranjeras que se organizan con el propósito de realizar prácticas de culto y/o creencia en



torno a un Ser Supremo para desarrollar su espiritualidad y religiosidad, y cuyo propósito no
persigue el lucro.

El gobierno puede revocar la licencia de funcionamiento de una organización espiritual o
religiosa por incumplimiento de los requisitos de registro si la organización no presenta un
informe anual de actividades durante más de dos años consecutivos; no cumple con sus
objetivos declarados; realiza actividades distintas a las establecidas en sus estatutos; o realiza
actividades contrarias a la constitución, las leyes, la moral o las “buenas costumbres” del país.
Una organización religiosa o espiritual también puede perder su licencia de funcionamiento si
no cumple con el plazo para renovar la licencia. El gobierno no puede negar el reconocimiento
legal a ninguna organización en base a sus artículos de fe.

Las tarifas para obtener una licencia de funcionamiento difieren entre “organizaciones
religiosas” y “organizaciones espirituales” a un costo de 6.780 bolivianos ($990) y 4.068
bolivianos ($590), respectivamente.

La constitución y otras leyes brindan a las instituciones educativas la opción de impartir clases
de religión, incluidas las clases de creencias espirituales indígenas, con el objetivo declarado
de fomentar el respeto mutuo entre las comunidades religiosas. Si bien las clases de religión
son opcionales, las escuelas deben enseñar ética con materiales curriculares que promuevan
la tolerancia religiosa. El gobierno no restringe la enseñanza religiosa en escuelas públicas o
privadas, y no restringe que un estudiante asista a escuelas privadas con afiliación religiosa.
La ley también requiere que todas las escuelas acepten estudiantes independientemente de su
afiliación religiosa.

El país es parte del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

PRÁCTICAS DEL GOBIERNO

Líderes religiosos y otras fuentes dijeron que el gobierno no había implementado ni hecho
cumplir por completo la ley de libertad religiosa que se aprobó en 2019, en particular los
aspectos relacionados con el requisito de registro, debido a la inestabilidad política en el país y
las restricciones prolongadas relacionadas con demoras administrativas y la pandemia de
COVID-19.

Los miembros de la comunidad protestante evangélica continuaron diciendo que varias
comunidades religiosas más pequeñas formaron congregaciones que celebraban servicios en
lugares de culto no oficiales y realizaban otras actividades sin registrarse. Estas comunidades
más pequeñas continuaron negándose a registrar sus organizaciones porque, según las
fuentes, preferían no proporcionar al gobierno acceso a información interna. Las fuentes
afirmaron que estos grupos no registrados todavía no podían poseer propiedades ni tener
cuentas bancarias a nombre de su organización; en cambio, el dinero de un grupo
generalmente se mantenía en una cuenta bancaria controlada por la familia del líder.

Según la Unidad de Cultos y Organizaciones No Gubernamentales del Ministerio de Relaciones
Exteriores, había aproximadamente 680 grupos registrados en su lista según los requisitos de
la ley de libertad religiosa, en comparación con 648 grupos en 2021, y había 40 grupos
adicionales con una solicitud de registro en proceso ante el Ministerio.

Los grupos religiosos dijeron que el proceso de registro generalmente tomaba de cuatro a seis
meses para completarse, y la mayoría de las organizaciones cumplieron con el requisito de



registro. En noviembre de 2021, funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores
declararon que estaban trabajando en un sistema para digitalizar el proceso de registro con el
fin de reducir el plazo a uno o dos meses; sin embargo, el gobierno no había completado el
proceso a finales de año.

Durante el año, líderes católicos informaron que, a pesar de las diferencias políticas entre el
gobierno y la iglesia, el gobierno se abstuvo de emitir declaraciones duras contra la iglesia,
como lo había hecho en 2020 y 2021.

Según informes de los medios, los obispos católicos abogaron por incluir una pregunta sobre la
identidad religiosa en el censo nacional, a lo que se opuso el gobierno. El liderazgo de la
Conferencia Episcopal de la Iglesia Católica dijo que excluir información sobre la afiliación
religiosa en el censo violaba la constitución porque las personas tenían derecho a ser
educadas de acuerdo con su fe. Una declaración de la Conferencia Episcopal del mes de junio
dijo: “Como Iglesia Católica, una vez más pedimos que se incluya la pregunta sobre la religión
que cada persona profesa”. La Conferencia Episcopal pidió “un censo transparente e
inclusivo”. Durante una misa de fines de octubre, el arzobispo de Santa Cruz de la Sierra,
René Leigue Cesari, instó tanto al gobierno como a la oposición política a resolver sus
diferencias en cuanto a la fecha prevista para el censo nacional. Después de la misa, el
arzobispo y otros clérigos encabezaron una procesión por las calles de Santa Cruz pidiendo
paz. El 2 de diciembre, el gobierno instituyó una ley del censo y anunció que el censo se
realizaría en marzo de 2024. La ley no abordó si la identidad religiosa se incluiría en el censo.

En febrero, la Conferencia Episcopal pidió al gobierno que brindara atención médica y un juicio
justo a la expresidenta interina Añez, entonces en prisión preventiva, y, en octubre, comentó
sobre el “mal estado” del sistema de justicia y el retroceso democrático. El gobierno no
respondió a las declaraciones de la Conferencia Episcopal.

Según un líder protestante evangélico, su grupo priorizó comprometer al gobierno a no obligar
a los médicos a realizar abortos si hacerlo violaba sus creencias religiosas.

Sección III. Estado del respeto social por la libertad religiosa

En noviembre, durante la asamblea anual de la Conferencia Episcopal de la Iglesia Católica en
Cochabamba, los obispos católicos pidieron el cese de las tensiones sociales en torno a los
debates sobre el censo nacional previsto y se pronunciaron a favor de un proyecto nacional que
represente a todos los sectores de la sociedad. El Presidente de la Conferencia Episcopal,
Aurelio Pesoa, también Vicario Apostólico de Beni, expresó: “Los obispos de Bolivia… hacemos
un llamado a todo el pueblo boliviano, a gobernantes y gobernados, frente a todo lo que
estamos viviendo, frente al conflicto que nos amenaza a todos, con un desenlace cada vez más
complicado, frente al odio, resentimiento o intolerancia que crece y que se apodera de nuestras
calles… Hacemos un llamado a la cordura y a un diálogo sincero y fraterno, en el que
depongamos intereses ocultos e irracionales y que nos sentemos con verdadero y sincero
deseo de resolver los problemas en espíritu de paz, de entendimiento y de serena fraternidad”.

La Iglesia Católica siguió participando en proyectos para ayudar a los pobres, especialmente
operando albergues temporales, incluido el albergue Casa de Acogida Julio Terrazas para
migrantes y víctimas de trata de personas, además de brindar servicios educativos. La iglesia
brindó asistencia independientemente de la religión de las personas a las que servía.



Sección IV. Política y compromiso del gobierno de Estados Unidos

Durante el año, los funcionarios de la embajada no pudieron reunirse con funcionarios del
gobierno para conversar sobre temas de libertad religiosa porque el gobierno dijo que
consideraba el tema como parte de sus “asuntos internos”.

Representantes de la embajada se reunieron periódicamente con líderes religiosos para
subrayar la importancia de la tolerancia y la libertad religiosas. En septiembre, la Encargada se
reunió con líderes religiosos de las comunidades protestante evangélica, sikh, musulmana,
católica y judía para conversar sobre temas de libertad religiosa y alentar a los líderes
religiosos a participar en el diálogo interreligioso. A lo largo del año, funcionarios de la
embajada, incluida la Encargada, se reunieron individualmente con líderes de las comunidades
católica, protestante evangélica y menonita para analizar el estado de la libertad religiosa.

La embajada publicó saludos tradicionales por Hannukah y Navidad en su página de Facebook.


